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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO ALGUNA DE SUS SALAS 
MANIFIESTA EXPRESAMENTE EN UNA SENTENCIA QUE EXISTEN ASPECTOS TÉCNICOS QUE 
"ESCAPAN DE SU CONOCIMIENTO" PARA PRONUNCIARSE, EN EL JUICIO DE AMPARO QUE 
SE PROMUEVA EN SU CONTRA, DEBE ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
PARA QUE SE ALLEGUE DE LAS PRUEBAS PERICIALES QUE LE PERMITAN FIJAR 
ADECUADAMENTE LA LITIS SOMETIDA A SU CONSIDERACIÓN Y RESOLVER EL FONDO DEL 
ASUNTO. 
 
El artículo 41 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece la 
facultad de los Magistrados instructores del Tribunal Federal de Justicia Administrativa de 
que, hasta antes del cierre de la instrucción, para un mejor conocimiento de los hechos 
controvertidos, puedan ordenar la práctica de cualquier diligencia o proveer la preparación 
y desahogo de la prueba pericial cuando se planteen cuestiones de carácter técnico y no 
hubiera sido ofrecida por las partes. Por tanto, cuando alguna de las Salas de dicho órgano 
jurisdiccional manifiesta expresamente en una sentencia que existen aspectos técnicos que 
"escapan de su conocimiento" para pronunciarse, en el juicio de amparo que se promueva 
en su contra debe ordenarse la reposición del procedimiento para que en uso de la facultad 
mencionada, se allegue de las pruebas periciales necesarias que le proporcionen los 
conocimientos especializados para fijar adecuadamente la litis sometida a su consideración 
y resolver el fondo del asunto, pues es aquélla la que manifiesta el desconocimiento y no 
las partes. Lo anterior no se opone al criterio sustentado en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
29/2010, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"MAGISTRADOS INSTRUCTORES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. NO ESTÁN OBLIGADOS A ALLEGARSE PRUEBAS NO OFRECIDAS POR LAS 
PARTES NI A ORDENAR EL PERFECCIONAMIENTO DE LAS DEFICIENTEMENTE APORTADAS EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CON LAS QUE EVENTUALMENTE AQUÉL 
PUDIERA ACREDITAR LA ACCIÓN O EXCEPCIÓN DEDUCIDAS.", porque el desahogo de los 
medios de prueba que determine allegarse la Sala en el supuesto planteado, no tiene como 
finalidad acreditar hechos, ni las acciones o pretensiones deducidas, sino únicamente 
proporcionarle conocimientos especializados que le permitan resolver correctamente.  
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
 



Amparo directo 15/2018. Fianzas Guardiana Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa. 31 de 
octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé 
Pineda Núñez.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 29/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 
1035, con número de registro digital: 164989. 
  
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN REVISIÓN. 
OPERA RESPECTO DEL ACTO DE APLICACIÓN DEL PRECEPTO CUYA 
INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLAMA, CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
DETERMINA QUE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN QUE DECLARA INCONSTITUCIONAL UNA DISPOSICIÓN QUE CONTIENE EL MISMO 
SUPUESTO NORMATIVO QUE AQUÉL, ES TEMÁTICA [INTERPRETACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 98/2019 (10a.)]. 
 
En las tesis aisladas 2a. CIII/2009, 2a. CXCVI/2007 y 2a. CLXX/2007, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la aplicabilidad por analogía de una 
jurisprudencia y la categorización de si es temática o no, correspondía en exclusiva al 
Máximo Tribunal del País; empero, en una nueva reflexión, en la jurisprudencia 2a./J. 
98/2019 (10a.) estableció que la aplicación de la jurisprudencia o su calificación como 
temática, a efecto de resolver un asunto, implica emplear razonamientos jurídicos que 
deben realizar los Tribunales Colegiados de Circuito en ejercicio de su libertad de 
jurisdicción, experiencia adquirida, prudente arbitrio judicial y competencia delegada. En 
estas condiciones, cuando exista una jurisprudencia que declara inconstitucional un 
precepto que no es el reclamado en el juicio de amparo indirecto, pero que contiene el 
mismo supuesto normativo que éste y, al examinarse en revisión, se determina que el 
criterio contenido en aquélla es temático, el Tribunal Colegiado de Circuito debe suplir la 
deficiencia de la queja, en términos de la fracción I del artículo 79 de la Ley Amparo, 
respecto del acto de aplicación de la norma impugnada, que si bien no ha sido 



específicamente declarada inconstitucional por la superioridad, se ubica dentro del ámbito 
de regulación de una jurisprudencia temática sobre inconstitucionalidad de leyes, 
entendida ésta como aquella referida a los actos legislativos que no pueden realizarse 
válidamente, al estar facultado el órgano colegiado para decidir si el vicio alcanza a todas 
las disposiciones que prevean la misma figura.  
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
  
Amparo en revisión 109/2018. José María de la Parra Hernández. 28 de marzo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Carlos Elías 
Vergara Cárdenas.  
 
Nota: Las tesis aisladas 2a. CIII/2009, 2a. CXCVI/2007 y 2a. CLXX/2007, de rubros: "REVISIÓN 
EN AMPARO INDIRECTO. SÓLO A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA LE CORRESPONDE 
DECIDIR SI SE SURTE O NO SU COMPETENCIA ORIGINARIA CUANDO TENGA QUE 
ANALIZARSE LA APLICABILIDAD DE UNA JURISPRUDENCIA A UN PRECEPTO REFORMADO O 
SI TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA O GENÉRICA.", "REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA 
COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA 
CONOCER DE ESE RECURSO SE SURTE CUANDO DEBA DECIDIR, A FIN DE DETERMINAR 
SOBRE LA PROCEDENCIA DE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE, SI UNA JURISPRUDENCIA SOBRE 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY ES DE CARÁCTER TEMÁTICO." y "REVISIÓN EN 
AMPARO INDIRECTO. SE SURTE LA COMPETENCIA ORIGINARIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA CONOCER DEL RECURSO, CUANDO SE INTERPONGA CONTRA 
UNA SENTENCIA DICTADA POR UN JUEZ DE DISTRITO QUE RESUELVA SOBRE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA EN MATERIA FISCAL RESPECTO DE LA CUAL EXISTE 
JURISPRUDENCIA DEL ALTO TRIBUNAL, SI SE RECLAMA CON MOTIVO DE UNA REFORMA 
QUE NO FUE MATERIA DE LOS PRECEDENTES EN QUE AQUÉLLA SE SUSTENTÓ.", y la 
jurisprudencia 2a./J. 98/2019 (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ESTÁN FACULTADOS PARA 
DETERMINAR LA APLICACIÓN ANALÓGICA DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O SI TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA O GENÉRICA EN 
USO DE SU COMPETENCIA DELEGADA (ABANDONO DE LAS TESIS 2a. CIII/2009, 2a. 
CXCVI/2007 Y 2a. CLXX/2007)." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXX, septiembre de 2009, página 690; XXVII, 
enero de 2008, página 582 y XXVI, diciembre de 2007, página 250; en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo III, junio de 2019, página 
1987, con números de registro digital: 166284, 170445, 170599 y 2020218, 
respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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RETENCIÓN DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN 
OTORGAR GARANTÍA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, PARA RESPONDER DE LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA 
MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA OCASIONAR AL DEUDOR. 
 
El precepto citado exige que el solicitante de la retención de bienes otorgue garantía para 
responder de los posibles daños y perjuicios que con esa medida, puedan ocasionarse al 
deudor, en caso de que no se presente la demanda en tiempo legal o éste resulte absuelto. 
Ahora bien, los integrantes del Sistema Bancario Mexicano que soliciten dicha medida 
precautoria deben otorgar garantía, a pesar de lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, que los exceptúa de otorgar depósitos o fianzas legales, pues esta 
antinomia debe resolverse mediante el criterio de especialidad, cuya ley especial reviste el 
Código de Comercio que regula en forma específica la procedencia y procedimiento de las 
providencias precautorias, a diferencia de la normatividad sustantiva y general de la Ley de 
Instituciones de Crédito sobre el servicio de banca y crédito, y el funcionamiento de las 
intermediarias financieras, por lo que si un banco solicita la retención de bienes, debe 
ajustarse a las exigencias de la normatividad procedimental que, entre otros aspectos, exige 
el otorgamiento de garantía. Esta solución normativa, además, encuentra justificación en el 
marco constitucional, por un lado, para evitar que se acentúe la relación de asimetría entre 
los bancos y los usuarios de servicios financieros, derivada de la posición desigual en la que 
se encuentran, que ha dado lugar a que el legislador establezca facultades, prerrogativas o 
privilegios en favor de aquéllos para confeccionar títulos o documentos para acceder a vías 
ejecutivas o privilegiadas y determinar saldos en relación con las operaciones de crédito; 
sin embargo, ello no justifica que adicionalmente se establezcan mayores prerrogativas a 
los bancos a su favor en la ley especial, esto es, el Código de Comercio, pues el legislador no 
las consideró para exentar del otorgamiento de garantías en las providencias precautorias; 
por otra parte, la exigencia de la caución respeta los principios del derecho cautelar, porque 
en ella se funden el riesgo del solicitante de la retención de bienes respecto a su derecho 
de crédito para el caso de que no presente la demanda oportunamente o no obtenga una 
sentencia favorable, en relación con la afectación que resiente la persona contra quien se 
pide la medida, a la que no se le otorga la previa audiencia, pero encuentra asegurado el 
resarcimiento de los posibles daños y perjuicios que se le ocasionen con ella, en caso de 
resultar injustificada. Lo anterior maximiza el principio de igualdad procesal garantizado en 
el artículo 17 constitucional en relación con el mandato contenido en el artículo 1o., ambos 
de la Constitución Federal, al desaplicarse la porción normativa contenida en el citado 



precepto 86 de la Ley de Instituciones de Crédito y preferirse la aplicación de la fracción V 
del diverso 1175 del Código de Comercio.  
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Contradicción de tesis 9/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo 
Cuarto y Décimo Quinto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de noviembre de 
2019. Mayoría de trece votos de los Magistrados María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, 
Jaime Aurelio Serret Álvarez, Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo, Eliseo Puga 
Cervantes, Fortunata Florentina Silva Vásquez, Roberto Ramírez Ruiz, María del Refugio 
González Tamayo, Marco Polo Rosas Baqueiro, Martha Gabriela Sánchez Alonso, Fernando 
Rangel Ramírez, Gonzalo Arredondo Jiménez, Manuel Ernesto Saloma Vera y Alejandro 
Sánchez López. Ausente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Disidente y Ponente: 
José Rigoberto Dueñas Calderón. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras.  
 
Criterios contendientes  
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver el juicio de amparo en revisión 336/2017, y el diverso sustentado por el Décimo 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de 
amparo en revisión 49/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. FORMA DE EMPLAZAMIENTO AL REPRESENTANTE 
DE LOS TRABAJADORES TERCEROS INTERESADOS EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS 
QUE SE IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA. 
 
En los juicios de nulidad en los que se analiza la validez de la resolución de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público que ordena un reparto adicional de utilidades, los trabajadores 
terceros interesados deben ser emplazados a través de su representante. Así, para que la 
Sala Administrativa pueda ordenar este emplazamiento, el artículo 14, fracción VII, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo le impone al actor la carga procesal 
de señalar en su demanda el nombre y domicilio del representante de los trabajadores; 
cuando no lo haga, o cuando al realizar el emplazamiento resulte imposible por su 
imprecisión al indicar estos datos, la Sala Administrativa debe requerirlo bajo el 
apercibimiento que, de no hacerlo sin expresar un motivo justificado, la demanda resultará 
improcedente. En este primer momento, la Sala Administrativa no tiene una obligación de 
investigar necesariamente el nombre y domicilio del representante de los trabajadores, 
pues en la mayoría de los asuntos ello no resulta necesario, ya que el artículo 18 de la ley 
citada le impone a la persona que fue emplazada la carga de justificar su derecho para 
intervenir en el asunto al apersonarse en el juicio, lo que en estos casos se traduce en la 
obligación de acreditar que legalmente cuenta con tal representación. A partir de lo 
anterior, existen algunos supuestos en los que la Sala Administrativa excepcionalmente 
debe requerir a la autoridad competente que le informe si existe un registro de un sindicato 
de la empresa y, en caso de ser así, el nombre y domicilio de su representante, los cuales se 
actualizan cuando: (i) el actor manifieste, bajo protesta de decir verdad, un motivo 
justificado por el cual no está en posibilidad de conocer el nombre y domicilio del 
representante de los trabajadores; (ii) la persona emplazada no comparezca a juicio a 
defender los derechos de los trabajadores; o bien, (iii) al comparecer no pueda acreditar su 
carácter como representante de los terceros interesados.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Contradicción de tesis 369/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Tercero de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.  



 
Tesis y criterio contendientes:  
 
Tesis II.3o.A.197 A (10a.), de título y subtítulo: “EMPLAZAMIENTO A LOS TERCEROS 
INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN QUE SE 
IMPUGNA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA EL REPARTO DE UTILIDADES. DEBE 
ORDENARSE ÚNICAMENTE A LAS PERSONAS Y EN EL DOMICILIO SEÑALADOS POR EL ACTOR 
[INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA II.3o.A. J/9 (10a.)].”, aprobada por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de abril de 2018 a las 10:10 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 
2018, página 2114, con número de registro digital: 2016560; y,  
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 290/2018 
(cuaderno auxiliar 972/2018).  
 
Tesis de jurisprudencia 170/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de cuatro de diciembre de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EN LOS JUICIOS DE NULIDAD EN LOS QUE SE 
IMPUGNA LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN QUE LO ORDENA, EL SEÑALAMIENTO DEL 
ACTOR ES INSUFICIENTE PARA TENER A UNA PERSONA COMO REPRESENTANTE DE LOS 
TRABAJADORES TERCEROS INTERESADOS. 
 
En los juicios de nulidad en los que se analiza la validez de la resolución de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público que ordena un reparto adicional de utilidades a los trabajadores 
de una empresa, éstos tienen el carácter de terceros interesados y deben ser emplazados a 
través de su representante. El artículo 14, fracción VII, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo le impone al actor la carga procesal de indicar en su demanda 
el nombre y domicilio del representante de los trabajadores; sin embargo, el señalamiento 
de una persona en la demanda del juicio de nulidad es insuficiente para tenerla como 
representante de los trabajadores, porque el carácter de terceros interesados de los 
trabajadores y el carácter de representante de éstos no se adquieren por el señalamiento 
del actor, sino que son una condición que se obtiene por ministerio de ley o por un acto 
jurídico celebrado por los trabajadores de la empresa. En efecto, el artículo 3o., fracción III, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo prevé que en los juicios de 
nulidad es tercero interesado quien tenga un derecho incompatible con la pretensión del 
demandante. De igual manera, la existencia de un representante de los trabajadores suele 
derivar del ejercicio del derecho de éstos de asociarse para la defensa de sus intereses 
comunes, mediante la constitución de un sindicato o la afiliación a éste, así como del 
derecho de elegir a su directiva. Adicionalmente, considerar que el señalamiento del actor 
es suficiente para tener a una persona como representante permitiría que el patrón, por 
error o dolo, indique como tal a una persona que no tiene ese carácter, obstaculizando la 
integración adecuada de la relación procesal y que los trabajadores puedan hacer valer lo 
que a su derecho corresponda. Por lo anterior, la representación efectiva de los 
trabajadores por parte de la persona señalada por el actor debe ser verificada por la Sala 
Administrativa una vez que la persona en cuestión sea emplazada debidamente y se 
apersone en el juicio justificando su carácter de representante, conforme al artículo 18 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.  
 
SEGUNDA SALA 
  
 
Contradicción de tesis 369/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Tercero de Circuito del Centro 



Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 21 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.  
 
Tesis y criterio contendientes:  
 
Tesis II.3o.A.197 A (10a.), de título y subtítulo: “EMPLAZAMIENTO A LOS TERCEROS 
INTERESADOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN QUE SE 
IMPUGNA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA EL REPARTO DE UTILIDADES. DEBE 
ORDENARSE ÚNICAMENTE A LAS PERSONAS Y EN EL DOMICILIO SEÑALADOS POR EL ACTOR 
[INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA II.3o.A. J/9 (10a.)].”, aprobada por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de abril de 2018 a las 10:10 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 
2018, página 2114, con número de registro digital: 2016560; y,  
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 290/2018 
(cuaderno auxiliar 972/2018).  
 
Tesis de jurisprudencia 171/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de cuatro de diciembre de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR AL 
SALARIO PROMEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE PARA 
CUANTIFICAR LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRANSITORIO, QUE 
OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973. 
 
Para cuantificar el monto de la pensión de vejez tratándose de asegurados que se ubican 
en el régimen transitorio y que se acogieron al esquema de pensiones de la derogada Ley 
del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997, resultan aplicables el tope máximo 
de diez veces el salario mínimo previsto en el artículo 33, segundo párrafo, del citado cuerpo 
normativo, así como la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación 2a./J. 85/2010, de rubro: "SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS 
ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR 
INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR EL 
EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL, 
ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE 
HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997.", pues al acogerse a los beneficios para la concesión de la 
pensión de vejez previstos en la ley derogada, deben regirse por las disposiciones de esa 
normativa.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Contradicción de tesis 327/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y los Tribunales Colegiados Segundo del 
Tercer Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 23 de 
octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.  
 
Criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 671/2017, el sustentado por el Décimo Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 46/2019, 
y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 803/2018.  



 
Tesis de jurisprudencia 164/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de noviembre de dos mil diecinueve. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 
27 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 16/2019. 
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RECURSO DE RECONSIDERACIÓN PREVISTO EN EL REGLAMENTO DE QUEJAS MÉDICAS Y 
SOLICITUDES DE REEMBOLSO DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 28 DE ABRIL DE 2017. CONTRA SU 
RESOLUCIÓN PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
 
La resolución emitida en el recurso de reconsideración previsto en el Reglamento de Quejas 
Médicas y Solicitudes de Reembolso del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, vigente hasta el 28 de abril de 2017, es impugnable ante el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, por encontrarse regulado por la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, como lo señala el artículo 11 del propio reglamento, al 
tratarse de una determinación que pone fin al procedimiento, por ejemplo, al de reembolso 
solicitado por el derechohabiente. Lo anterior, porque si la fracción XII del artículo 3 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa establece que este órgano 
conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos 
administrativos y procedimientos, entre los cuales se encuentran "las dictadas por las 
autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una 
instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo", procede el juicio contencioso administrativo contra la resolución emitida 
en el recurso de reconsideración, al encuadrar en esta última hipótesis normativa.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  
 



Amparo directo 605/2018. Juan Manuel Cárcamo Sánchez. 30 de mayo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Castillo Garrido. Secretaria: Adriana Mora Saiz 
Calderón. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
 
Décima Época Núm. de Registro: 2021496 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito TESIS AISLADAS 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Laboral) 
Tesis: VII.2o.T.267 L (10a.) 
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PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PARA QUE PUEDAN VALORARSE DEBEN 
ESTAR RELACIONADAS CON LOS HECHOS A COMPROBAR, EXPRESADOS POR LAS PARTES 
EN LA DEMANDA O EN SU CONTESTACIÓN, SIN QUE SEA SUFICIENTE LA CIRCUNSTANCIA 
DE QUE OBREN EN EL EXPEDIENTE. 
 
Para que una prueba pueda y deba valorarse por el juzgador, inclusive, conforme al 
principio de adquisición procesal, no sólo debe obrar en autos, de facto o de jure, sino que 
debe estar relacionada con los hechos expresados en la demanda o en su contestación, pero 
además, éstos deben ser propios de las partes; es decir, aun cuando de acuerdo con el 
aludido principio, la prueba, una vez incorporada jurídicamente al proceso, ya no pertenece 
a quien la ofreció, sino al juicio y, por ello, deba valorarse en el laudo conforme a derecho 
y, aun así, para que pueda atribuírsele eficacia convictiva dentro de la libre apreciación, que 
en la materia implica la buena fe guardada y la verdad sabida, en términos del artículo 841 
de la Ley Federal del Trabajo, siempre se requiere de un hecho a comprobar, pues de nada 
serviría una prueba respecto de una cuestión abstracta o ajena a la controversia, sin que 
sea suficiente para realizar dicha valoración, la circunstancia de que el hecho a demostrar 
lo haya aducido una parte a la que no le es propio, por ser ajena a la relación que sostuvo 
con la contraparte, como ocurre, por ejemplo, cuando un sindicato, incorporado al 
procedimiento como tercero interesado, exhibe la renuncia del trabajador, y se advierte 
que el patrón no compareció a contestar la demanda, pues él sería, exclusivamente, quien 
podría oponer como hecho propio la inexistencia del despido reclamado sustentado en la 
renuncia de la actora; por consiguiente, esa documental no merece valor probatorio alguno, 
a pesar de obrar en el expediente.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  



 
Amparo directo 183/2019. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
 
Décima Época Núm. de Registro: 2021495 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito TESIS AISLADAS 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Administrativa, Laboral) 
Tesis: I.4o.A.182 A (10a.) 
Viernes 24 de Enero de 2020 
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PRIMA DEL SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO. LOS ACCIDENTES QUE OCURRAN A LOS 
TRABAJADORES EN EL TRASLADO A UNA COMISIÓN, NO DEBEN TOMARSE EN CUENTA 
PARA SU CÁLCULO. 
 
De los artículos 41 y 42 de la Ley del Seguro Social se advierte que los riesgos de trabajo son 
los accidentes y enfermedades a que están expuestos los trabajadores en ejercicio o con 
motivo del trabajo, considerándose también accidente de trabajo el que se produzca al 
trasladarse el trabajador directamente de su domicilio al lugar de trabajo o viceversa. Por 
su parte, el artículo 72, primer párrafo, del propio ordenamiento prevé que para los efectos 
de la fijación de las primas a cubrir por el seguro de riesgos de trabajo, las empresas deberán 
calcularlas, multiplicando la siniestralidad de la empresa por un factor de prima y al 
producto se le sumará el 0.005, cuyo resultado será la prima a aplicar sobre los salarios de 
cotización, conforme a la fórmula ahí establecida; sin embargo, su antepenúltimo párrafo 
dispone expresamente que no se tomarán en cuenta para la siniestralidad de las empresas, 
los accidentes que ocurran a los trabajadores al trasladarse de su domicilio al centro de 
labores o viceversa, criterio que debe hacerse extensivo, en una interpretación análoga, a 
un accidente ocurrido en el traslado a una comisión de trabajo. Lo anterior es así, pues la 
lógica de ambos casos es la misma, porque lo que debe apreciarse es el hecho de que el 
trabajador se encontraba prestando un servicio para la empresa en la que trabaja y que, 
una vez concluido éste, se dirigió a su domicilio.  
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
10/2019. Jefe del Departamento Contencioso, en suplencia por ausencia del titular de la 
Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur del Distrito Federal, ahora Ciudad de 



México, del Instituto Mexicano del Seguro Social. 28 de noviembre de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
Décima Época Núm. de Registro: 2021487 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito TESIS AISLADAS 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s): Tesis Aislada (Constitucional, Administrativa) 
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NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA REGLA 2.2.7. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2017, AL PERMITIR ESA FORMA DE COMUNICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES DE LA 
AUTORIDAD CUANDO EL CONTRIBUYENTE NO REGISTRE ALGÚN CORREO ELECTRÓNICO 
PARA REALIZARLA MEDIANTE BUZÓN TRIBUTARIO, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
RESERVA Y DE PRIMACÍA DE LA LEY. 
 
La regla citada, en su penúltimo párrafo establece que en caso de que los contribuyentes 
no elijan el mecanismo de comunicación que prevé, esto es, ingresar de uno a cinco 
direcciones de correo electrónico para poder llevar a cabo las notificaciones por buzón 
tributario, "se actualizará el supuesto de oposición a la diligencia de notificación en 
términos del artículo 134, fracción III, del Código Fiscal de la Federación", por lo cual, ésta 
puede realizarse por estrados. Ahora, la disposición mencionada no excede este último 
precepto y, por ende, no viola los principios de reserva y de primacía de la ley, pues permite 
que la autoridad comunique sus actuaciones a los contribuyentes que no tienen registrada 
ante ella una dirección de correo electrónico, a través de un medio de comunicación distinto 
al buzón tributario; de ahí que más que exceder la ley, dicha regla permite que el 
contribuyente afectado tenga conocimiento del acto de autoridad por estrados, en 
sustitución del buzón tributario. Considerar lo contrario, implicaría que el único medio de 
comunicación con que la autoridad cuenta para notificar fuera el buzón tributario; sin 
embargo, si el contribuyente no tiene registrada ninguna dirección de correo electrónico 
ante la demandada, ese tipo de notificación no podría llevarse a cabo. En consecuencia, la 
aplicación de la regla mencionada no afecta la esfera jurídica del particular, al otorgarle la 
posibilidad de conocer la resolución tributaria, por ejemplo, la recaída al procedimiento 
contenido en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, para impugnarla en el juicio 
contencioso administrativo. Lo anterior, aunado a que el artículo 17-K del propio código 
señala que los contribuyentes tendrán asignado un buzón tributario, lo cual constituye una 
cláusula habilitante, al ser la fuente de donde emanan las atribuciones de la autoridad 
administrativa para regular los aspectos técnicos u operativos relativos a dicho medio de 
comunicación de las resoluciones fiscales.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 



  
 
Amparo directo 359/2018. Comercial Fumet, S.A. de C.V. 17 de enero de 2019. Unanimidad 
de votos. Ponente: Anastacio Martínez García. Secretaria: Rosenda Tapia García.  
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al 
resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre 
de 1998, página 56, con número de registro digital: 195528, de rubro: "TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD 
DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA 
INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no es 
obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Décima Época Núm. de Registro: 2021486 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito TESIS AISLADAS 
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MULTAS POR INFRACCIONES FORMALES DESCUBIERTAS EN EL EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE ABSTENERSE DE 
IMPONERLAS, CONFORME AL ARTÍCULO 20-A DE LA LEY DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. 
 
De la interpretación gramatical del artículo citado se colige que el Servicio de 
Administración Tributaria tiene la facultad de abstenerse de: a) la determinación de 
contribuciones y sus accesorios; y, b) la imposición de sanciones, sin que distinga el origen 
de las infracciones que pueden generar las sanciones correspondientes, es decir, si se trata 
de las de carácter sustantivo o formal. Asimismo, esa disposición prevé tres condiciones que 
deben observarse para que proceda la abstención aludida, a saber: a) ningún contribuyente 
podrá beneficiarse de esa excepción dos veces; b) el monto total de los créditos fiscales no 
debe exceder el equivalente en moneda nacional a 3,500 unidades de inversión; y, c) las 
contribuciones omitidas deben corresponder a errores u omisiones no graves. En estas 
condiciones, el inciso a) no presenta ningún problema interpretativo, pues no tiene relación 
con el tipo de infracciones que puedan dar lugar a las sanciones, mientras que el b) se refiere 
al monto de los créditos fiscales resultantes del ejercicio de las facultades de comprobación, 



lo cual daría un indicio de que la disposición normativa es aplicable solamente a las 
infracciones de fondo; sin embargo, como se indicó, la ley no distingue respecto del origen 
de las infracciones, por lo que la relación con el monto señalado puede establecerse con 
multas, que también son créditos fiscales. Por otra parte, el inciso c) establece que la 
abstención aplicará siempre que las contribuciones omitidas correspondan a errores u 
omisiones no graves, de lo que se advierte que esa condición solamente aplica cuando el 
órgano exactor decida abstenerse de determinar contribuciones y sus accesorios, pero no 
significa necesariamente que pueda vincularse con infracciones sustantivas, lo cual es 
acorde con la interpretación funcional del artículo indicado, pues existen razones objetivas 
para distinguir entre los contribuyentes que infringen obligaciones de fondo, respecto de 
quienes lo hacen en cuanto a las formales, dado que la conducta de los primeros tiene 
trascendencia para la hacienda pública, mientras que la de los segundos no, lo que permite 
considerar que el sistema jurídico sea menos favorable para aquéllos y, por ende, se 
concluye que, ante el descubrimiento de infracciones formales en el ejercicio de las 
facultades de comprobación de la autoridad fiscal, ésta pueda abstenerse de imponer las 
multas correspondientes, si se dan las condiciones descritas.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO 
CIRCUITO. 
  
Amparo directo 699/2018. María Elena Castillo Mata. 20 de junio de 2019. Unanimidad de 
votos. Ponente: René Rubio Escobar. Secretario: Francisco Eduardo Rubio Guerrero. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Décima Época Núm. de Registro: 2021484 
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JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN. NO 
PROCEDE ANALIZAR SI LA RESPUESTA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
(IMSS) A UNA SOLICITUD QUE SE LE FORMULÓ COMO ENTE ASEGURADOR, ES 
CONGRUENTE O NO CON LO SOLICITADO [APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
66/2016 (10a.)]. 
 
El derecho de petición reconocido por el artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos se conforma, a su vez, por diversos derechos que le dan 



contenido y que derivan de las diferentes conductas que deben acatar las autoridades ante 
quienes se presente una petición por escrito, en forma pacífica y respetuosa, las cuales 
consisten en: I. Dar respuesta por escrito; II. Que ésta sea congruente con lo solicitado; y, 
III. Que se dé a conocer al particular en breve término. Sin embargo, tratándose de juicios 
de amparo promovidos por violación a ese derecho, ante la falta de respuesta a las 
solicitudes presentadas ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, como ente asegurador, 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 
66/2016 (10a.), de título y subtítulo: "INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL JUICIO 
DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD 
FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN QUE DEBE RESPONDER EN SU 
CARÁCTER DE ENTE ASEGURADOR.", determinó que su única finalidad es obligar a la 
autoridad responsable a dar respuesta. Por tanto, el contenido de ésta no puede ser materia 
del juicio y, en consecuencia, no procede analizar si es congruente o no con lo solicitado.  
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
  
Amparo en revisión 212/2019. 22 de noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Cárdenas Ramírez. Secretario: Salvador Alejandro Lobato Rodríguez.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, junio de 
2016, página 898, con número de registro digital: 2011948. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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JUICIO DE AMPARO DIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN UN JUICIO DE LESIVIDAD. ES IMPROCEDENTE 
EL PROMOVIDO POR LA AUTORIDAD DEMANDANTE. 
 
El artículo 7o., primer párrafo, de la Ley de Amparo establece que la Federación, los Estados, 
el Distrito Federal (actualmente Ciudad de México), los Municipios o cualquier persona 
moral pública podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o 



representantes que señalen las disposiciones aplicables, cuando una norma general, acto u 
omisión los afecten en su patrimonio, pero limita esa posibilidad al caso en que el daño se 
dé en relaciones jurídicas en las que se encuentren en un plano de igualdad con los 
particulares. Por otra parte, de los artículos 3o., fracción II, inciso b), 13, fracción III y 67, 
fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, así como 3, 
último párrafo y 34, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa se advierte que para la promoción del juicio de lesividad es necesaria la 
existencia de una autoridad, única facultada para hacer uso de ese mecanismo de control 
de legalidad, con el que se busca la nulidad de una resolución favorable a un particular, en 
aras de la protección del orden jurídico y del interés público, lo que evidencia que quien lo 
inste no actúa en un plano de igualdad con los particulares. En consecuencia, contra la 
resolución dictada por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa en un juicio de 
lesividad, el juicio de amparo directo promovido por la autoridad demandante es 
improcedente, pues su actuación en ese proceso jurisdiccional implica el ejercicio de una 
potestad exclusivamente reservada a las autoridades y la afectación patrimonial que, en 
todo caso, pudiera darse, no derivaría de una relación de igualdad con los particulares.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  
Amparo directo 144/2019. Instituto Veracruzano de la Vivienda. 26 de septiembre de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Secretario: Salvador Pazos 
Castillo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. DENTRO DE ÉSTAS NO SE UBICAN 
LAS REALIZADAS A TRAVÉS DE TELÉFONOS PÚBLICOS, POR LO QUE LA INFORMACIÓN 
OBTENIDA DE ÉSTOS, CON MOTIVO DE LA INVESTIGACIÓN DE UN DELITO, NO ES 
VIOLATORIA DE ESE DERECHO HUMANO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha desarrollado doctrina 
jurisprudencial en el sentido de que las comunicaciones privadas se mantendrán en todo 



momento protegidas frente a cualquier intervención no consentida por quienes participan 
en la comunicación o autorizada por una autoridad judicial que funde y motive su decisión; 
luego, conforme a las premisas que ha establecido, es posible deducir que las 
comunicaciones privadas requieren que concurran los siguientes elementos para su 
protección: a) se canalice a través de un medio de comunicación; b) se produzca cuando los 
comunicantes se encuentren físicamente separados; y, c) se desarrolle de forma no pública, 
además de que los participantes decidan mantener el secreto de la comunicación. 
Asimismo, es posible establecer que los elementos que se requieren para estimar vulnerado 
el derecho a las comunicaciones privadas, son los siguientes: (i) la intención del tercero 
ajeno: el sujeto debe intervenir conscientemente en el proceso comunicativo, esto quiere 
decir que la intervención de la comunicación no podrá ser derivado de un mero accidente 
o casualidad; y (ii) un medio de transmisión del mensaje distinto de la palabra o gesto 
percibido directamente entre dos individuos, que incorpora cualquier forma existente de 
comunicación y aquella que sea fruto de la evolución tecnológica. Así, acorde con esa 
doctrina jurisprudencial, cuando la comunicación intervenida emana de un teléfono 
público, ello escapa de la protección de las comunicaciones privadas, pues en esas 
particulares condiciones, la comunicación se entabla a través de un medio al cual tiene 
acceso cualquier persona, ya que lo público implica que es conocido o sabido por todos, por 
tener libre acceso a él, al estar destinado al uso de cualquier persona; de ahí que al no 
ubicarse dentro de las comunicaciones privadas, las realizadas a través de teléfonos 
públicos, la información obtenida de éstos, con motivo de la investigación de un delito, no 
es violatoria del derecho humano que protege su inviolabilidad.  
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Amparo directo 88/2019. 24 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Pérez 
de la Fuente. Secretario: Miguel Enrique Hidalgo Carmona. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN ASUNTOS COLECTIVOS TRAMITADOS 
ANTE LA AUTORIDAD LABORAL. AL NO ACTUAR ÉSTA COMO ENTE JURISDICCIONAL EN UN 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO, SINO COMO ÓRGANO ADMINISTRATIVO Y REGISTRAL, 
ES INNECESARIO AGOTARLO PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. 
 
Las notificaciones practicadas en los procedimientos donde la autoridad laboral actúa 
meramente como órgano administrativo, pueden reclamarse en el juicio de amparo 
indirecto, sin necesidad de agotar el incidente de nulidad de notificaciones previsto en el 
artículo 762, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo, pues éste únicamente rige para los 
procedimientos contenciosos, en los que aquélla actúa como autoridad jurisdiccional; lo 
anterior, en aplicación del argumento sedes materiae, según el cual, para obtener sus 
alcances debe acudirse al contexto y ubicación de la norma sobre la cual se pretende 
obtener su atribución. En este sentido, se advierte que las "relaciones colectivas de 
trabajo", se encuentran contenidas en el título séptimo de la Ley Federal del Trabajo, en 
tanto que el referido incidente de nulidad está comprendido en el título catorce 
denominado "Derecho Procesal del Trabajo", lo que permite colegir que el agotamiento de 
dicho incidente no puede ser exigible en los procedimientos propios de relaciones 
colectivas, en los que la autoridad laboral actúa como mero órgano administrativo y 
registral, y no como ente jurisdiccional dirimiendo cuestiones contenciosas; ello, siguiendo, 
en lo conducente, la idea contenida en las jurisprudencias P./J. 32/2011 y 2a./J. 101/2004, 
de rubros: "SINDICATOS. LA AUTORIDAD LABORAL ESTÁ FACULTADA PARA COTEJAR LAS 
ACTAS DE ASAMBLEA RELATIVAS A LA ELECCIÓN O CAMBIO DE DIRECTIVA, A FIN DE 
VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS FORMALES QUE RIGIERON EL 
PROCEDIMIENTO CONFORME A SUS ESTATUTOS O, SUBSIDIARIAMENTE, A LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO (MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 86/2000)." y "REGISTRO DE 
SINDICATOS FEDERALES. CONTRA SU NEGATIVA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO SIN QUE DEBA AGOTARSE, PREVIAMENTE, EL RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 83 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, EN VIRTUD 
DE QUE ES UN ACTO PREPONDERANTEMENTE LABORAL."  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  
Amparo en revisión 124/2018. 3 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.  
 



Nota: Las tesis de jurisprudencia P./J. 32/2011 y 2a./J. 101/2004 citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos 
XXXIV, septiembre de 2011, página 7 y XX, agosto de 2004, página 417, con números de 
registro digital: 160992 y 180803, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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IMPUESTO PARA LA MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DEL ESTADO DE 
DURANGO. EL ARTÍCULO 44 BIS DE LA LEY DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, AL GRAVAR 
CONTRIBUCIONES EXCLUSIVAS DE LA HACIENDA MUNICIPAL LOCAL, VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE AUTONOMÍA Y LIBRE ADMINISTRACIÓN DE ÉSTA Y, EN CONSECUENCIA, 
OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE RESPECTO DE SU ACTO DE APLICACIÓN 
(APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA 2a./J. 105/2008). 
 
La jurisprudencia indicada, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
reviste el carácter de temática para efecto de suplir la queja deficiente en el amparo 
promovido contra el artículo citado, al reunir los requisitos que para ello determinó el Pleno 
del Máximo Tribunal del País al resolver la contradicción de tesis 25/2006-PL, en virtud de 
que contiene una construcción argumentativa que revela un nivel de abstracción que 
evidencia las reglas constitucionales siguientes: a) Corresponde al legislador local el 
establecimiento del impuesto sobre la propiedad inmobiliaria, conforme al artículo 115, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, con 
respeto irrestricto a los principios de autonomía y libre administración de la hacienda 
municipal; y, b) Si otro nivel de gobierno emite un acto que, conforme a la Carta Magna, 
corresponde en exclusiva al ámbito municipal, invade su esfera de competencia. En esa 
línea argumentativa, se concluye que el artículo 44 bis de la Ley de Hacienda del Estado de 
Durango, relativo al impuesto para la modernización de los registros públicos de la entidad, 
al prever como objeto del gravamen la adquisición de títulos públicos o privados respecto 
de las operaciones que realicen las personas físicas y morales, mediante los cuales se 
adquiera, transmita, modifique o extinga el dominio o posesión sobre bienes inmuebles, se 
ubica dentro del ámbito de regulación de la jurisprudencia mencionada, pues constituye un 



acto legislativo que no puede realizarse válidamente, ya que grava contribuciones 
exclusivas de la hacienda municipal local, a quien compete la traslación en materia de 
propiedad inmobiliaria y no a la hacienda estatal, por lo que la vinculación al gasto público 
que se le da a dicho tributo viola los principios constitucionales mencionados y, en 
consecuencia, opera la suplencia de la queja deficiente respecto de su acto de aplicación, 
ya que si bien no ha sido específicamente declarado inconstitucional por jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se encuentra dentro del ámbito de regulación del 
criterio considerado por este órgano colegiado como temático.  
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
  
Amparo en revisión 109/2018. José María de la Parra Hernández. 28 de marzo de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Álvarez Bibiano. Secretario: Carlos Elías 
Vergara Cárdenas.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 105/2008, de rubro: "AMPARO. PROCEDE POR 
VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 115, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CUANDO EL PARTICULAR SE VEA AFECTADO EN SU ESFERA 
JURÍDICA POR ACTOS EMITIDOS POR UN NIVEL DE GOBIERNO FEDERAL O ESTATAL, QUE 
CORRESPONDEN EN EXCLUSIVA AL MUNICIPIO." y la parte conducente de la ejecutoria 
relativa a la contradicción de tesis 25/2006-PL citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXVIII, julio de 2008, página 
471 y XXVII, enero de 2008, página 892, con números de registro digital: 169374 y 20718, 
respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS EN EL PROCESO LEGISLATIVO. LOS DOCUMENTOS QUE SE 
HAYAN TENIDO EN CUENTA POR EL LEGISLADOR EN SU ELABORACIÓN, ÚNICAMENTE 
TIENEN UN EFECTO ORIENTADOR Y, POR ENDE, NO CONSTITUYEN UNA CONDICIÓN DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD. 
 
Los documentos que se hayan tenido en cuenta dentro de un proceso legislativo (como el 
impacto recaudatorio y la memoria de cálculo), no pueden generar su violación, ya que son 
independientes de lo razonado por el legislador en el proceso respectivo y, además, porque 
lo expuesto por él en la exposición de motivos, si bien es una herramienta para el juzgador, 
no es indispensable para justificar la creación de una norma. De ahí que, no obstante que 
se llegaran a incorporar esos documentos en dicha exposición, su efecto únicamente sería 
orientador, y no como una condición de su constitucionalidad, ya que, en todo caso, el 
análisis constitucional de la norma que realice el juzgador se basa en sus méritos, frente al 
texto de la Constitución Federal, con motivo de los cuestionamientos que de esa índole 
haga valer el quejoso.  
 
PRIMERA SALA 
  
Amparo en revisión 753/2018. Bueno Alimentos, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2019. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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ENDOSO DE TÍTULOS DE CRÉDITO. SU ANTEFIRMA DEBE OBSERVARSE COMO FUNCIÓN Y 
NO UN LUGAR EN ESPECIFÍCO EN EL DOCUMENTO. 
 
El artículo 29 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito menciona cuáles son los 
requisitos que debe contener el endoso: (I) constar literalmente en el documento u hoja 
adherida; (II) el nombre del endosatario; (III) la firma del endosante o de quien firme en su 
nombre o ruego; (IV) la clase de endoso; y, (V) el lugar y fecha; de donde deriva que el 
legislador no señala que deba contener el nombre del endosante. En esa guisa, de la lectura 
conjunta de los artículos 29, 30, 31 y 32 del ordenamiento en comento, el único requisito 
de existencia en el endoso y para que pueda evitarse su nulidad, es la firma del endosante; 
y, de los artículos 38 y 39 se colige que el tenedor de un título nominativo para considerarse 
propietario, sólo debe justificar una serie no interrumpida de endosos; además, el que paga 
sólo debe verificar la continuidad de los endosos y la identidad del último titular, mas no 
está obligado a cerciorarse de la autenticidad de los endosos anteriores. Así lo consideró la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 
74/2014 (10a.). Ahora bien, no puede considerarse que la firma ponga fin al endoso, porque 
no existe disposición normativa que lo establezca; así pues, si bien para que el deudor pueda 
verificar la continuación de los endosos, es importante que obre la denominación de la 
persona moral endosante, lo cierto es que ello puede hacerse en el cuerpo del endoso 
considerándolo como un todo, y no propiamente en la "antefirma". En ese tenor, no puede 
obtenerse la convicción de que constituye un requisito para la validez del endoso, que en la 
antefirma se mencione el nombre o razón social de la persona moral a cuyo nombre se 
realiza éste, máxime que el legislador verificó al endoso con elementos mínimos y a los 
títulos de crédito con características propias, a efecto de que tengan sólo los elementos 
indispensables para su circulación, que a través del ordenamiento se busca evitar la 
imposición de requisitos innecesarios, presumiendo aquellos que no considera 
indispensables, y prohibiendo que se inserten condiciones y estipulaciones que puedan 
hacer complejo su contenido y, por tanto, dificultar su ejecución, ya sea por vincularse con 
documentos externos o información que no se desprenda del propio título, en cuyo caso, 
pierden las características propias de los títulos de crédito, como lo es la incorporación y 
literalidad.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  



Amparo directo 1013/2018. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de 
Libertad Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 7 de marzo de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ezequiel Neri Osorio. Secretaria: Dulce Elvira Reyes Estrada.  
 
Amparo directo 365/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de Caja 
Popular Mexicana, S.C. de Ahorro y Préstamo de R.L. de C.V. 15 de agosto de 2019. 
Unanimidad de votos. Ponente: Isidro Pedro Alcántara Valdés. Secretario: Flavio Bernardo 
Galván Zilli.  
 
Amparo directo 536/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de Libertad 
Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: Alan Iván Torres Hinojosa.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2014 (10a.), de título y subtítulo: "TÍTULOS DE 
CRÉDITO. PARA SU ENDOSO, NO ES REQUISITO INDISPENSABLE QUE LA PERSONA FÍSICA 
QUE LO EMITE EN NOMBRE DE UNA PERSONA MORAL, ASIENTE EL CARÁCTER CON QUE LA 
REPRESENTA (INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 
36/93, DE LA ANTERIOR TERCERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN)." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
5 de diciembre de 2014 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 203, con número 
de registro digital: 2008085. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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DERECHO A SER JUZGADO EN UN PLAZO RAZONABLE. SE VIOLA SI AL DESECHAR POR 
SEGUNDA OCASIÓN UNA DEMANDA SE ADUCEN RAZONES DISTINTAS, CUANDO ÉSTAS SE 
PUDIERON HABER ADVERTIDO DESDE LA PRIMERA DETERMINACIÓN. 
 
De los artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
se colige que los Estados Partes se obligaron a "suministrar recursos judiciales efectivos" los 
cuales deben sustanciarse conforme a las reglas del debido proceso y en un plazo razonable. 
En esa guisa, el derecho a la tutela judicial efectiva como parte de la obligación estatal de 
proveer de recursos judiciales, exige a los Jueces que dirijan el proceso a modo de evitar 
que dilaciones y entorpecimientos indebidos derivados de las leyes o prácticas 
jurisdiccionales conduzcan a la impunidad o frustren la debida protección judicial de los 
derechos humanos. En ese sentido, en el caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador, Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2015. Serie 
C. No. 306, párrafos 132, 158 y 159, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
consideró: "los Jueces como rectores del proceso tienen el deber de dirigir y encausar el 
procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso legal en pro 
del formalismo y la impunidad", todo ello en un plazo razonable. Es decir, que los juzgadores 
deben "actuar en forma diligente, procurando la celeridad en la tramitación de los 
procesos". Además, que el plazo razonable al que se refiere el artículo 8, numeral 1, citado 
debe apreciarse en relación con la duración total del procedimiento que se desarrolla hasta 
que se dicta la sentencia definitiva. En efecto, manifestó que la falta de razonabilidad en el 
plazo para el desarrollo de un procedimiento constituye, por sí misma, una violación de las 
garantías judiciales. De manera consistente ha tomado en cuenta cuatro elementos para 
determinar la razonabilidad del plazo: i) complejidad del asunto; ii) actividad procesal del 
interesado; iii) conducta de las autoridades judiciales; y, iv) afectación generada en la 
situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. Por su parte, en el Caso Radilla 
Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C. No. 209, párrafo 244, expresó que 
"la pertinencia de aplicar esos criterios para determinar la razonabilidad del plazo de un 
proceso depende de las circunstancias particulares" de cada caso, pues en determinados 
supuestos "el deber del Estado de satisfacer plenamente los requerimientos de la justicia 
prevalece sobre la garantía del plazo razonable"; sin embargo, que no es necesario analizar 
en su totalidad los cuatro criterios citados, sobre todo cuando se estima evidente que el 
tiempo transcurrido sobrepasa excesivamente el plazo que pudiera considerarse razonable. 
En lo que concierne al tercero de los elementos y por cuanto a las autoridades judiciales, lo 
que se evalúa consiste en los comportamientos que por acción u omisión afectan la 



prolongación de la actuación judicial interna; así pues, se vulnera el derecho a un plazo 
razonable, cuando las autoridades no toman las consideraciones atinentes para acelerar el 
procedimiento, o cuando no tienen en cuenta los efectos que el tiempo tendría sobre los 
derechos implicados y de forma expresa en el caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C. No. 101, 
párrafo 211, señaló: "el Juez interno, como autoridad competente para dirigir el proceso, 
tiene el deber de encauzarlo, de modo ...que restrinja el uso desproporcionado de acciones 
que puedan tener efectos dilatorios". Dicho lo anterior, este Tribunal Colegiado de Circuito 
estima que dentro de la obligación del Juez para dirigir diligentemente un proceso, evitando 
prácticas que no tomen en cuenta los efectos que el tiempo tendría sobre los derechos 
implicados al asumir determinaciones dentro del proceso, se encuentra aquella de resolver 
de forma exhaustiva. Esto es, en los casos en que se presente un escrito de demanda, de 
estimar que deba desecharse por no reunirse los requisitos legales, tiene el deber de agotar 
su jurisdicción y exponer todas las circunstancias en que funda su determinación. Lo 
anterior, busca ilustrar la idea de que el derecho a ser juzgado en un plazo razonable se 
vulnera cuando existe la práctica consistente en desechar demandas aduciendo diversos 
motivos por los cuales no es posible tramitarlas en distintos momentos procesales. Así, la 
práctica consistente en desechar de plano un escrito de demanda, fundado en un 
razonamiento toral y, con posterioridad, cuando por alguna circunstancia, se determina la 
ilegalidad del desechamiento dejando en libertad de jurisdicción al juzgador para dictar 
nueva determinación, se viola flagrantemente el derecho a juzgar en un plazo razonable, si 
aduce razones distintas para desechar de nueva cuenta la demanda, cuando éstas se 
pudieron haber advertido desde la primera determinación.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
  
Amparo directo 536/2019. Óscar Luis Alfaro Castro, endosatario en procuración de Libertad 
Servicios Financieros, S.A. de C.V., S.F.P. 17 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 
Ponente: José Manuel De Alba De Alba. Secretario: Alan Iván Torres Hinojosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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CONFIANZA LEGÍTIMA. SU APLICACIÓN EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO RESPECTO DE 
ACTOS LEGISLATIVOS. 
 
La figura de mérito, en relación con el tipo de actos referidos, debe invocarse bajo la 
perspectiva de irretroactividad de las normas consagrada en el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque pretender tutelar meras expectativas de 
derecho contra los actos legislativos equivaldría a la congelación del derecho, a su 
inmovilización total o parcial y el consecuente cierre definitivo a los cambios sociales, 
políticos o económicos, lo cual sería contrario al Estado de derecho democrático y a la 
facultad que, en éste, tiene el legislador de ajustar la norma a las cambiantes necesidades 
de la sociedad y de la realidad. Además, específicamente en el ámbito tributario, su diseño 
por vía de leyes es facultad del Congreso de la Unión y, por ende, conlleva un margen amplio 
de libertad de configuración, de modo que no existe un derecho constitucionalmente 
tutelado para que el sistema tributario permanezca inmodificable y estático, sino por el 
contrario resulta indispensable para el poder público adaptar la normativa fiscal al contexto 
económico, tanto nacional e internacional, así como a las necesidades públicas. Aunado a 
ello, la modificación de las normas tributarias tiene, por regla general, un fin de interés 
público que es preponderante al interés particular de cada contribuyente, pues con base en 
el principio de generalidad tributaria se tutela el interés del Estado en la percepción de 
ingresos, que es un interés público encaminado a atender necesidades sociales relevantes 
con amplio respaldo o tutela constitucional, así como la necesidad de basar la contribución 
de los ciudadanos para sostener los gastos públicos en criterios de solidaridad. Por tanto, la 
confianza legítima no tiene el alcance de oponer al legislador meras expectativas de 
derecho para cuestionar la regularidad constitucional de los actos en los que se determina 
el establecimiento, modificación o supresión de regulaciones en materia de contribuciones, 
debido a la imposibilidad del contribuyente de contar con la esperanza de que una tasa, 
tarifa e incluso un régimen de tributación permanezcan inmodificables hacia el futuro.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo en revisión 894/2015. Aguilares, S. de P.R. de R.L. y otra. 5 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 



Amparo en revisión 670/2015. Bachoco, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 914/2015. Granjas Ojai, S.A. de C.V. y otra. 8 de febrero de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Tesis de jurisprudencia 4/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del quince de enero de de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, SUPERA EL TEST DE 
PROPORCIONALIDAD. 
 
Del referido precepto legal se advierte que en el ejercicio fiscal de 2019 el contribuyente 
conserva el derecho a compensar saldos a favor, y si bien limita la aplicación de la figura de 
la compensación únicamente contra las cantidades que esté obligado a pagar por adeudo 
propio, sin incluir aquellas por retención de terceros, y siempre que deriven del mismo 
impuesto, incluyendo sus accesorios y no otros, lo cierto es que supera el test de 
proporcionalidad, pues esa medida es acorde al ejercicio interpretativo constitucional, 
porque: i) Persigue un fin constitucionalmente válido, ya que la finalidad del legislador fue 
impedir prácticas de evasión, generar mayor control por parte de la administración 
tributaria sobre los acreditamientos y un mejor registro de la recaudación; ii) Es racional y 
adecuada, toda vez que no afecta la existencia del saldo a favor del contribuyente debido a 
que sólo se establecen modalidades para su obtención, ya sea extinguir diversas 
obligaciones tributarias por adeudo propio, o bien, solicitar su devolución; y, iii) Es 
proporcional, porque en atención a la finalidad perseguida, si bien impacta en la disposición 
inmediata de su flujo de efectivo, lo cierto es que tiene a su alcance los métodos para llevar 
a cabo la recuperación de los saldos a favor mediante su solicitud ante la autoridad 
hacendaria, o bien, compensarlos contra los mismos impuestos.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 492/2019. Inducontrol, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra algunas consideraciones José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 



Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y otra. 4 de 
diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora.  
 
Tesis de jurisprudencia 7/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, QUE ESTABLECE LA 
MECÁNICA RESPECTIVA, NO SE RIGE POR LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE EQUIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD. 
 
Los principios de justicia fiscal tienen eficacia jurídica propia porque son normas concretas 
constitucionales que pueden aplicarse sin necesidad de un desarrollo legislativo posterior o 
si este desarrollo es indispensable para exigir su aplicación, tienen un carácter vinculante y 
deben cumplirse por los poderes públicos; y su ámbito de aplicación consiste en la actividad 
estatal, porque no cualquier aspecto financiero tiene que observarlos, sino sólo aquellos 
que tengan una naturaleza tributaria, es decir, que deriven en sí mismos del poder 
impositivo del Estado, vinculado directamente con todos los aspectos de las contribuciones. 



En esa línea argumentativa, se sigue que el artículo 25, fracción VI, de la Ley de Ingresos de 
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, no se rige por los principios tributarios de 
proporcionalidad y equidad, en virtud de que no incide directamente en la obligación 
sustantiva, ni se relaciona con alguno de los elementos esenciales de las contribuciones, 
sino que sólo establece el mecanismo para llevar a cabo las compensaciones en el ejercicio 
fiscal correspondiente, lo que constituye un control de la autoridad hacendaria para la 
recaudación de impuestos.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y otra. 4 de 
diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Tesis de jurisprudencia 6/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte. 
 
 Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 



27 de enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 16/2019. 
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COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
 
Anualmente, el Congreso de la Unión determina las contribuciones del año fiscal 
correspondiente, y cuando las crea o modifica hacia el futuro, no afecta situaciones 
anteriores, por lo que los particulares no pueden alegar violación al principio de 
progresividad de los derechos humanos, porque no tienen el derecho adquirido para pagar 
siempre en la misma manera y con las mismas formas de extinción de las obligaciones, ya 
que contribuir al gasto público es una obligación establecida en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, el artículo 25, fracción VI, 
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, al establecer a los 
contribuyentes la limitante consistente en compensar las cantidades a favor contra las que 
estén obligados a pagar por adeudo propio, siempre que ambas deriven de un mismo 
impuesto, no viola el principio de progresividad de los derechos humanos debido a que, por 
un lado, los particulares no tienen el derecho adquirido para pagar siempre el mismo tributo 
que afecte su patrimonio bajo las mismas condiciones y, por otro, la autoridad legislativa, 
en ejercicio de la potestad tributaria que la propia Constitución General de la República le 
confiere, cuenta con la facultad de cambiar las bases de tributación y determinar las 
contribuciones del año fiscal correspondiente.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo en revisión 492/2019. Inducontrol, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra algunas consideraciones José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 



Amparo en revisión 519/2019. Rus Internacional, S.A. 13 de noviembre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis 
Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y otra. 4 de 
diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Tesis de jurisprudencia 5/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del quince de enero de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
enero de 2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
16/2019. 
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COMPENSACIÓN DE SALDOS A FAVOR. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019, AL ESTABLECER LA 
MECÁNICA RESPECTIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA DE LOS 
CONTRIBUYENTES. 
 
La confianza legítima es un principio derivado del derecho a la seguridad jurídica en su 
faceta de interdicción o prohibición de la arbitrariedad, cuyo origen deriva de asuntos 
relacionados con el actuar de la administración pública frente a las personas, por lo cual 
adquiere diversos matices dependiendo de si se pretende invocar frente a actos 
administrativos o legislativos. Al margen de lo anterior, dicho principio no tiene el alcance 
de oponer al Poder Legislativo meras expectativas de derecho para cuestionar la 
regularidad constitucional de los actos en los que se determina el establecimiento, 
modificación o supresión de regulaciones en materia de tributos, debido a la imposibilidad 
del contribuyente de contar con la esperanza de que una tasa, tarifa e incluso un régimen 
de tributación permanezcan inmodificables hacia el futuro. Así, se concluye que el artículo 
25, fracción VI, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2019, al 
establecer la mecánica de compensación de saldos a favor, no viola el principio de confianza 
legítima de los contribuyentes, ya que si bien es cierto que éstos no poseen un derecho que 
se traduzca en que un régimen de tributación permanezca inmodificable hacia el futuro, 
también lo es que con base en el principio de generalidad tributaria se tutela el interés del 
Estado en la percepción de ingresos, el cual, por su carácter público, se privilegia frente al 
interés particular.  
 
SEGUNDA SALA 
  
Amparo en revisión 545/2019. Grupo Peli, S.A. de C.V. y otras. 13 de noviembre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de algunas consideraciones 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto 
concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  
 
Amparo en revisión 557/2019. Soluciones Humanas Silver, S.A. de C.V. 21 de noviembre de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.  



 
Amparo en revisión 544/2019. Unifin Servicios Administrativos, S.A. de C.V. y otra. 4 de 
diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique 
García de la Mora. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
  
 


